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JUICIO PARA DIRIMIR LOS CONFLICTOS O DIFERENCIAS LABORALES DE LAS PERSONAS SERVIDORAS DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL

EXPEDIENTE: SCM-JLI-33/2026

PARTE ACTORA:
[bookmark: _Hlk511723990]DAGOBERTO SANTOS TRIGO

DEMANDADO:
INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL

MAGISTRADA:
IXEL MENDOZA ARAGÓN

SECRETARIO:
DAVID MOLINA VALENCIA

COLABORÓ:
RAÚL PABLO MORENO HERNÁNDEZ

Ciudad de México, a once de noviembre de dos mil veintiséis[footnoteRef:1]. [1:  En lo sucesivo, las fechas que se mencionen corresponderán al presente año, salvo precisión expresa de otro.] 


La Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en sesión privada, desecha la demanda al carecer de firma autógrafa o electrónica que acredite la voluntad de accionar de la parte actora.

[bookmark: _Toc99607573][bookmark: _Toc111708190][bookmark: _Toc242460557]GLOSARIO
	[bookmark: _Hlk99274151][bookmark: _Hlk111730360]Constitución
	Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

	INE o demandado
	Instituto Nacional Electoral

	Juicio laboral
	Juicio para dirimir los conflictos o diferencias laborales de las personas servidoras del Instituto Nacional Electoral

	Junta General
	Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral

	Ley de Medios
	Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral

	Lineamientos de Incentivos
	Lineamientos para el otorgamiento de incentivos a las y a los miembros del Servicio Profesional Electoral Nacional en el sistema del Instituto Nacional Electoral, aprobados mediante acuerdo identificado con la clave INE/JGE08/2021

	Oficio 2527
	Oficio identificado con la clave INE/DESPEN/2527/2026, emitido por la persona titular de la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral Nacional del Instituto Nacional Electoral

	SPEN
	Servicio Profesional Electoral Nacional



De los hechos narrados en la demanda, así como de las constancias del expediente, se advierten los siguientes:
ANTECEDENTES

1. Relación jurídica. La parte actora señala que se desempeña como titular de la Vocalía Ejecutiva de la Junta Local Ejecutiva del INE en Guerrero.

2. Otorgamiento de incentivos. El treinta de septiembre, la Junta General aprobó el acuerdo INE/JGE187/2026, mediante el cual determinó el otorgamiento de incentivos al personal del SPEN del sistema del INE, por el ejercicio valorado del dos mil veinticinco.

3. Solicitud de aclaración. El siete de octubre, al advertir que no fue contemplado en el acuerdo INE/JGE187/2026 dentro de las personas que recibirían el incentivo por rendimiento relativo al ejercicio valorado dos mil veinticinco, la parte actora solicitó[footnoteRef:2] a la persona titular de la Dirección Ejecutiva del SPEN del INE se le informaran los criterios que se emplearon para determinar que no era acreedora al referido incentivo. [2:  Mediante oficio identificado con la clave INE/JLE-GRO/VE/2025/2026.] 


4. Respuesta. El nueve de octubre, la persona titular de la Dirección Ejecutiva del SPEN del INE emitió el Oficio 2527, mediante el cual, en respuesta a la petición de la parte actora, le informó las razones por las que estimó que no era susceptible de recibir el incentivo por rendimiento correspondiente al ejercicio valorado dos mil veinticinco.

5. Juicio laboral. El treinta de octubre, la parte actora presentó juicio contra el INE, a fin de combatir el Oficio 2527 y el acuerdo INE/JGE187/2026 de la Junta General en “lo que afecte su esfera jurídica”.

6. Turno. Con la demanda se integró el expediente 
SCM-JLI-33/2026, que se turnó el mismo treinta de octubre a la ponencia a cargo de la magistrada Ixel Mendoza Aragón.

7. Recepción. El tres de noviembre, la magistrada instructora radicó el expediente en la ponencia a su cargo.

[bookmark: _Toc242460559][bookmark: _Toc99607576][bookmark: _Toc111708193]RAZONES Y FUNDAMENTOS

[bookmark: _Toc242460560]PRIMERA. Jurisdicción y competencia
Esta Sala Regional es competente para conocer y resolver este juicio laboral, al ser promovido por una persona que se ostenta como titular de la Vocalía Ejecutiva de la Junta Local Ejecutiva del INE en Guerrero, para combatir el acuerdo INE/JGE187/2026 y el Oficio 2527, relacionados con la entrega del incentivo por rendimiento al ejercicio valorado dos mil veinticinco al personal del SPEN del INE; supuesto normativo y entidad federativa que corresponden al ámbito de competencia de esta Sala Regional. Lo anterior, con fundamento en:
· Constitución: artículos 41 base VI y 99 párrafo cuarto fracción VII.
· Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación: artículos 260 y 263 fracción XI.
· Ley de Medios: artículos 3 numeral 2 inciso e) y 94 numeral 1 inciso b).
· Acuerdo INE/CG130/2023 aprobado por el Consejo General del INE que establece el ámbito territorial de cada una de las cinco circunscripciones plurinominales y su ciudad cabecera[footnoteRef:3]. [3:  Publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintinueve de marzo del dos mil veintitrés.] 

· Razón esencial del acuerdo plenario emitido en el juicio 
SUP-JLI-70/2026, por el que Sala Superior definió que una diversa Sala Regional era competente para conocer de una demanda interpuesta en contra del acuerdo INE/JGE187/2026 (también combatido en el presente juicio laboral), así como que la determinación que emitiera en materia laboral repercutiría en los derechos laborales de la entonces parte actora.
· Criterio contenido en el acuerdo plenario del juicio 
SUP-JLI-12/2020, en el que Sala Superior señaló que las controversias relacionadas con la entrega de incentivos a las personas integrantes del SPEN del INE deben conocerse mediante juicio laboral.

SEGUNDA. Precisión de la controversia
En su demanda, si bien la parte actora señala combatir el Oficio 2527 y el acuerdo INE/JGE187/2026 de la Junta General, se advierte que su pretensión[footnoteRef:4] es obtener el incentivo por rendimiento del ejercicio valorado dos mil veinticinco, pues dichas determinaciones guardan relación con la entrega del referido incentivo. [4:  Conforme a la jurisprudencia 4/99 de la Sala Superior, de rubro MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL OCURSO QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR. Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 3, año dos mil, página 17.] 


Ahora, aunque la parte actora refiere que es el Oficio 2527 la determinación “definitiva” que afectó sus derechos laborales al haber “confirmado” la exclusión contenida en el acuerdo INE/JGE187/2026, este órgano jurisdiccional considera que, en términos de los Lineamientos de Incentivos, en realidad fue el acuerdo de la Junta General la decisión que pudo transgredir los derechos que estima vulnerados. Se explica.

Los Lineamientos de Incentivos disponen en su artículo 9, inciso b) que corresponderá a la Junta General aprobar, a propuesta de la Dirección Ejecutiva del SPEN, el acuerdo por el que se otorgan los incentivos correspondientes. Por su parte, el artículo 11, incisos d) e i), dispone que la Dirección Ejecutiva del SPEN determinará al personal que cumple con los requisitos para obtener un incentivo y, una vez aprobada su entrega por la Junta General, realizará las gestiones para que la Dirección Ejecutiva de Administración del INE ejecute el pago respectivo.

Asimismo, los artículos 12 y 14 de los Lineamientos de Incentivos señalan que los incentivos son los reconocimientos, beneficios o retribuciones que la Junta General otorga a los miembros del SPEN del INE.

En ese sentido, los artículos 17 y 19 de los Lineamientos de Incentivos establecen que el incentivo por rendimiento es un estímulo que se otorgará, por cada nivel de cargos, al 20% (veinte por ciento) de las personas integrantes del SPEN mejor evaluadas durante el ejercicio correspondiente.

Conforme a lo anterior, se advierte que la entrega de incentivos al personal del SPEN del INE es un procedimiento complejo en el que participan tanto la Dirección Ejecutiva del SPEN como la Junta General, ya que a la referida dirección le corresponde proponer a las personas que ameritan cierto incentivo, mientras que es la Junta General el órgano al que le compete aprobar su entrega conforme a la propuesta de la dirección.

Por tanto, si la pretensión de la parte actora es obtener el incentivo por rendimiento correspondiente al ejercicio valorado dos mil veinticinco, la determinación que podría afectar su esfera jurídica es el acuerdo INE/JGE187/2026, pues fue mediante este que la Junta General aprobó las personas que recibirían dicho incentivo.

Lo anterior, sin que la emisión posterior del Oficio 2527 modifique esa conclusión, ya que, conforme a los Lineamientos de Incentivos, corresponde a la Dirección Ejecutiva del SPEN identificar y proponer al personal que cumple los requisitos para obtener el incentivo, mientras que su otorgamiento corresponde a la Junta General. En ese sentido, el oficio referido no podía modificar la determinación adoptada por dicho órgano colegiado.

En consecuencia, si bien la parte actora señala como actos impugnados tanto el Oficio 2527 como el acuerdo INE/JGE187/2026, de la lectura integral de su demanda se advierte que su inconformidad se dirige, sustancialmente, contra la determinación de excluirla del otorgamiento del incentivo por rendimiento correspondiente al ejercicio valorado dos mil veinticinco. Por tanto, para efectos de identificar el acto que podría incidir directamente en su esfera jurídica, debe atenderse al acuerdo de la Junta General, mediante el cual se aprobó el otorgamiento de los incentivos correspondientes.

[bookmark: _Toc242460561][bookmark: _Toc99607577][bookmark: _Toc111708194][bookmark: _Toc56786170]TERCERA. Improcedencia del juicio laboral
Establecido lo anterior, en concepto de este órgano jurisdiccional, con independencia de cualquier otra causa de improcedencia que pudiera actualizarse, la demanda debe desecharse porque carece de firma autógrafa o electrónica que autentifique la voluntad de accionar de la parte actora.

Marco jurídico
La Sala Superior ha establecido que, si bien en la normatividad rectora de los juicios laborales no se prevé expresamente la posibilidad de declarar la improcedencia de una demanda, lo cierto es que esa facultad está inmersa en la naturaleza de todos los procesos jurisdiccionales.

En ese sentido, ha definido que, si de las constancias del expediente se advierte que no se cumple algún presupuesto procesal, lo conducente es declarar la improcedencia de la demanda.

Lo anterior encuentra sustento en la jurisprudencia 26/2001 de la Sala Superior, de rubro DEMANDA LABORAL. LA FACULTAD DE SU DESECHAMIENTO POR PARTE DEL JUZGADOR SE ENCUENTRA INMERSA EN LA NATURALEZA DE TODOS LOS PROCESOS JURISDICCIONALES[footnoteRef:5]. [5:  Consultable en Justicia Electoral. Revista del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, suplemento 5, año dos mil dos, página 14.] 


Ahora bien, el artículo 97, numeral 1, inciso f), de la Ley de Medios establece que las demandas de los juicios laborales deberán contener la firma autógrafa de la persona que ejerza la acción.

Incluso, los artículos 9, numeral 3 y 19, numeral 1, inciso b), de la referida Ley de Medios disponen expresamente sobre los otros medios de impugnación que, ante la ausencia de firma, la demanda deberá ser desechada.

Ello, porque la firma otorga certeza respecto a la voluntad de ejercer el derecho de acceso a la justicia, al dar autenticidad a la demanda, ya que permite identificar a quien emitió el documento y vincularle con el acto jurídico contenido en la misma.

Cabe precisar también que este órgano jurisdiccional ha implementado un sistema de juicio en línea que permite la presentación y seguimiento de demandas de manera remota. En esos casos, para garantizar la certeza sobre la identidad de las partes, se ha establecido como requisito la firma electrónica[footnoteRef:6]. [6:  De conformidad con lo previsto en el artículo 3 del acuerdo general 7/2020 de la Sala Superior, por el que se aprobaron los Lineamientos para la implementación y desarrollo del juicio en línea en materia electoral para la interposición de todos los medios de impugnación.] 


Sobre la firma electrónica, la Sala Superior en los asuntos generales SUP-AG-292/2024 y acumulados expresó la importancia de que los juicios en que se emplee sean tramitados a través del sistema de juicio en línea de este Tribunal Electoral, toda vez que, de no hacerse así y presentarse de forma física en una Oficialía de Partes, se estaría ante la imposibilidad de verificar la validez de su certificado digital, lo que se traduce en que no podría acreditarse la titularidad de la firma electrónica.

Como se advierte, para este Tribunal Electoral la firma autógrafa o electrónica constituye un requisito esencial de la demanda, pues permite vincular a la persona promovente con el acto jurídico, lo que implica la manifestación de la voluntad de quien promueve una demanda para acudir al órgano jurisdiccional para que se resuelva su controversia, de ahí que su carencia constituye la falta de un presupuesto necesario para establecer la relación jurídica procesal.

Caso concreto
En el presente juicio laboral, la demanda se presentó físicamente en la Oficialía de Partes de esta Sala Regional; de su revisión se advierte que carece de firma autógrafa de la parte actora, sino que contiene una representación impresa de sello de firma electrónica, como se muestra a continuación:
[image: ]

Del contenido de esa leyenda puede advertirse que se trata de una representación impresa de una firma electrónica aparentemente utilizada en los sistemas electrónicos del INE. Sin embargo, al haberse presentado la demanda en formato físico y no a través del sistema de juicio en línea de este Tribunal Electoral, no es posible verificar la autenticidad del documento electrónico ni validar el certificado digital correspondiente.

Por tanto, esa representación impresa no genera certeza suficiente sobre la identidad de quien suscribió la demanda ni permite tener por acreditada su voluntad de ejercer la acción.

Inclusive, en el acuerdo plenario emitido en el juicio 
SUP-JLI-14/2024, la Sala Superior explicó que aun cuando quien compareció en representación del demandado aparentemente firmó la contestación de la demanda utilizando la Firma Electrónica Avanzada del INE, la misma no podría ser considerada válida porque:
· El juicio no se promovió mediante el sistema de juicio en línea.
· La contestación de demanda se presentó físicamente, por lo que una hoja impresa que contenga la firma electrónica no podía generar convicción sobre su integridad jurídica; ya que la autentificación de una firma electrónica se encuentra circunscrita a documentos digitales, aspecto que no puede llevarse a cabo cuando se presenta de forma física.

Ese criterio también fue reiterado en los recursos de apelación SUP-RAP-166/2026 y SUP-RAP-83/2023, en los que la Sala Superior resolvió desechar las demandas toda vez que fueron presentadas sin firma autógrafa, al haberse acompañado únicamente de una representación impresa de una firma electrónica del sistema del INE, la cual no podía ser validada al haberse remitido de manera física y no por conducto del sistema de juicio en línea de este Tribunal Electoral.

Asimismo, al resolver los juicios SUP-JLI-1/2026 y 
SUP-JLI-1/2022 la Sala Superior sostuvo que, cuando una demanda laboral carezca de firma lo conducente es desecharla, sin que resulte posible prevenir o requerir a la parte promovente para subsanar esa omisión, puesto que la ausencia de dicho requisito impide tener certeza sobre su voluntad de ejercer el derecho de acción.

Conforme a lo anterior, este órgano jurisdiccional estima que la presente demanda debe desecharse, dado que en los términos en que fue presentada no puede otorgarse validez a la presunta firma electrónica que se acompañó a la misma. Sin que cambie tal conclusión el hecho de que en el sello de recepción de la demanda se haya asentado la leyenda “escrito con firma electrónica”, pues, se insiste, la manera en que se verifica la validez de una firma electrónica para efectos de procedencia de un juicio es a través del sistema de juicio en línea, revisión que no puede ejecutarse cuando la demanda se presenta de forma física -como sucede en este caso-.

En ese sentido, debe precisarse que esta Sala Regional ha sostenido en diversos precedentes[footnoteRef:7] que la declaración de improcedencia de una demanda por el incumplimiento de los requisitos procesales no implica una denegación de justicia ya que el artículo 17 párrafo segundo de la Constitución -que contempla el acceso a la impartición de justicia- prevé que en el acceso a la jurisdicción debe darse el trámite acorde a las formalidades rectoras del procedimiento respectivo que permita obtener una decisión en la que se resuelva sobre las peticiones deducidas[footnoteRef:8]. [7:  Entre otros, al resolver los juicios SCM-JDC-319/2023, SCM-JDC-145/2023 y 
SCM-JDC-243/2025. 
También la Sala Superior de este tribunal se ha pronunciado en sentido semejante al resolver -entre otros- los siguientes medios de impugnación: SUP-JDC-377/2018, SUP-REC-2037/2021 y acumulado, SUP-REC-1284/2017 y SUP-REC-141/2022.]  [8:  Sustenta estas consideraciones, la jurisprudencia P./J. 113/2001 del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro JUSTICIA, ACCESO A LA POTESTAD QUE SE OTORGA AL LEGISLADOR EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS Y TÉRMINOS CONFORME A LOS CUALES AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES ILIMITADA, POR LO QUE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS LEGALES QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE UN TRIBUNAL UNA RESOLUCIÓN SOBRE EL FONDO DE LO PEDIDO DEBEN ENCONTRAR JUSTIFICACIÓN CONSTITUCIONAL, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIV, septiembre de dos mil uno, página 5. Asimismo, sirve de orientación la jurisprudencia VII.2o.C. J/23, del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, de rubro DESECHAMIENTO O SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. NO IMPLICA DENEGACIÓN DE JUSTICIA NI GENERA INSEGURIDAD JURÍDICA consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXIV, julio de dos mil seis, página 921.] 


Además, la exigencia de los requisitos procesales tampoco vulnera lo dispuesto en el artículo 1° constitucional que establece el deber de toda autoridad, dentro de su ámbito competencial, de promover, respetar y garantizar los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia; pues ello de ninguna manera significa que esta progresividad sea absoluta, ya que encuentra sus límites en los plazos y en los términos de las etapas procesales y en el cumplimiento de los requisitos de procedencia de los medios de impugnación[footnoteRef:9]. [9:  Ello, de conformidad con la jurisprudencia 1a./J. 10/2014 (10a.), de la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro PRINCIPIO PRO PERSONA Y RECURSO EFECTIVO. EL GOBERNADO NO ESTÁ EXIMIDO DE RESPETAR LOS REQUISITOS DE PROCEDENCIA PREVISTOS EN LAS LEYES PARA INTERPONER UN MEDIO DE DEFENSA, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 3, febrero de dos mil catorce, tomo I, página 487.] 


Por tanto, al actualizarse la causal de improcedencia prevista en el artículo 97, numeral 1, inciso f), de la Ley de Medios en relación con los diversos 9, numeral 3 y 19, numeral 1, inciso b), del mismo ordenamiento, lo conducente es desechar la demanda.

Por lo expuesto y fundado, esta Sala Regional

[bookmark: _Toc242460586]RESUELVE

ÚNICO. Desechar de plano la demanda.

[bookmark: _Hlk99116543]Notificar en términos de ley.

Devuélvanse las constancias que correspondan y, en su oportunidad, archívese este asunto como definitivamente concluido.

[bookmark: _Hlk99108442]Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las magistradas y el magistrado, ante el secretario general de acuerdos, quien autoriza y da fe.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firma electrónica certificada, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con el acuerdo general 3/2020 de la Sala Superior, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se emitan con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral. 
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